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Resumen: Con el objetivo de fundamentar que el derecho a la ciudad no es exclusivo para los que ha-
bitan la ciudad, con trascendencia favorable a la seguridad jurídica de todas las personas, en cuanto 
al disfrute de lo que representa la ciudad, con independencia del asentamiento humano en el que se 
encuentren, se realiza este artículo científico. La revisión bibliográfica es la técnica investigativa em-
pleada, junto a algunos de los métodos de uso más frecuente tanto en investigaciones científico- teó-
ricas en general como en las investigaciones jurídicas. A partir del análisis del vínculo de este derecho 
con el hábitat y la urbanización, aludiéndose a determinados rasgos que identifican a las ciudades y 
a los asentamientos humanos rurales; así como de la referencia a los elementos que lo configuran, se 
concluye sobre la posibilidad de su extensión y aplicación a todos los asentamientos humanos. 

Palabras clave: Hábitat; Asentamientos humanos; Urbanización; Ciudad.

Right to the city: only for the city?
Abstract: With the aim of establishing that the right to the city is not exclusive to those who inhabit 
the city, with favorable significance to the legal security of all people, in terms of the enjoyment of 
what the city represents, regardless of the human settlements in which they are located this scientific 
article is carried out. The bibliographic review is the investigative technique used, together with some 
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1. Introducción

Resulta significativo cuánto una visión inte-
gral del territorio propicia que los asenta-
mientos humanos en general sean cada 

vez más sostenibles1, además de garantizar 
“una correcta convivencia entre los tan variados 
como numerosos usuarios” (Martín-Retortillo, 
2014: p. 14). En ese tenor, desde el Derecho 
se ofrecen alternativas que a partir de lo que 
implican, coadyuvan a orientar las voluntades 
de cambio en aras de su concreción; entre 
ellas, un lugar relevante lo adquiere el derecho 
a la ciudad (Tarbuch, 2016: p. 37). Múltiples 
razones sostienen la loabilidad de su regulación 
jurídica, destacándose justamente, su posibili-
dad de erigirse en respuesta pertinente (Correa, 
2010: p. 38) respecto a cómo percibir tales 
asentamientos, sobre todo, en función de lograr 
un “desarrollo urbano integrado y sostenible de 
las zonas urbanas y rurales” (Sanz, 2020: p. 4).

Se trata de un derecho que ante la superación 
conceptual y antagonismo formal de los térmi-
nos urbano-rural (Limonad & Monte-Mór, 2012), 
devela que el disfrute de lo que representa la 
ciudad no es exclusivo de los que habitan en 
ella, sino que debe extenderse también a los 
asentamientos humanos en general (Oficina 
Nacional de Estadística e Información, 2006); 
máxime, si se tiene en cuenta que, como ase-
vera Parejo, se aprecia actualmente “la dilución 
de los límites de lo urbano por avance desigual 
de éste en el mundo rural circundante, con crea-
ción en su caso, de un espacio rururbano…” 
(Parejo, 2020: p. 15).

Su génesis se ubica a finales de la década de 
los años 60, del siglo XX, gracias a la obra del 

francés Henry Lefebvre; no obstante, su mayor 
esplendor lo alcanza en la presente centuria. 
Aunque sus orígenes radican en mayor medi-
da en el campo de la sociología y la filosofía, al 
presente se constata su proceso de incorpora-
ción en el marco jurídico de algunos países en 
el mundo. Desde Lefebvre al presente, disími-
les son las perspectivas con las que se aborda 
el derecho a la ciudad, determinándose como 
posiciones más relevantes: una utópica, para la 
que implica una herramienta de lucha y acción 
colectiva vital para conquistar transformaciones 
sociales, económicas y políticas trascendenta-
les; los que niegan la posibilidad de su recono-
cimiento; y una pragmática, que considera como 
avance de sumo valor su reconocimiento jurídi-
co, al tratarse de un instrumento que permite 
exigirlo al Estado.

Tomando como base esta última, y sin obviar 
que se encuentra en permanente construcción 
colectiva, se define en este artículo, como aquel 
en virtud del cual a sus titulares les asiste el de-
recho a usar y disfrutar los recursos urbanos en 
asentamientos humanos caracterizados por ser 
sostenibles, así como a participar en la produc-
ción de los mismos de manera inclusiva, todo 
sobre la base de la dignidad humana, la justicia 
social, la equidad, la igualdad y la solidaridad.

Cada vez el derecho a la ciudad es más admi-
tido. Con carácter creciente, se constatan los 
movimientos sociales, organizaciones de toda 
índole y redes2, que lo respaldan y se esfuer-
zan para que su contenido se aplique verdade-
ramente (Matossian, 2016: 88). No obstante, su 
apreciación varía desde las diferentes regiones 
del mundo. En Europa, por ejemplo, se promue-
ven varios textos jurídicos y documentos políticos 

of the most frequently used methods both in scientific-theoretical research in general and in legal 
research. From the analysis of the link of this law with the habitat and urbanization, alluding to certain 
features that identify cities and rural human settlements; as well as the reference to the elements that 
make it up, it is concluded on the possibility of its extension and application to all human settlements.

Keywords: Habitat; Human settlements; Urbanization; City.

1  Este es un concepto multidimensional que involucra lo am-
biental, lo económico y lo social.
2  Entre los movimientos sociales, uno de los ejemplos más 
representativos es el Movimiento de Reforma Urbana de 
Brasil. Cabe mencionar también a la ONU–Hábitat, como 
uno de los organismos que más ha contribuido a reforzar el 
uso del concepto del derecho a la ciudad en un contexto de 
fuertes cambios sociales, y propone gestiones urbanas más 
democráticas y participativas con miras a la reducción de las 
fracturas urbanas. En cuanto a las redes, especial relevancia 
adquiere Habitat Internacional Coalition (HIC), red global de 
movimientos sociales, organizaciones y personas que, en 

más de cien países, en el sur y en el norte, luchan por la 
aplicación del derecho a un lugar donde vivir en paz y digni-
dad. También son significativas las redes Ciudades para 
tod@s y CLACSO; la primera, se dedica a las experiencias 
prácticas del derecho a la ciudad con relación a los puntos 
más relevantes en las discusiones en torno a este concepto; 
la segunda, cuenta con el grupo “Desigualdades Urbanas”, 
integrado por investigadores de distintas latitudes, cuya 
atención se enfoca en el espacio urbano como dimensión 
relevante para comprender las lógicas de producción y re-
producción de las desigualdades.
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dirigidos a mejorar la calidad de vida de las per-
sonas en las ciudades; son relevantes los deba-
tes del Consejo de Europa (CoE)3, órgano al que 
se debe la producción de los diferentes textos ju-
rídicos4 que marcan el inicio del proceso de reco-
nocimiento de las ciudades como actores claves 
del sistema democrático (García Chueca, 2016: p. 
145). En América, algunos países lo usan como 
elemento inspirador de los procesos de reforma 
urbana acometidos, logrando, en determinados 
casos, a través de la movilización popular, la in-
corporación de este derecho a la constitución 
nacional o a alguna forma legislativa estratégica 
para el desarrollo de la ciudad (Ziccardi, 2018: p. 
26). Por su parte, en África, región cuyos asen-
tamientos informales evidencian una exclusión 
profundamente arraigada (Huchzermeyer, 2014: 
p. 85), se mantiene como una bandera política 
reivindicada por los movimientos sociales y las 
organizaciones de base. 

De ese modo, se verifica cómo en algu-
nos países tiene consagración en sus Leyes 
Supremas, como ocurre en los casos de 
Ecuador (Asamblea Nacional Constituyente de 
Ecuador, 2008: Art. 31) y la ciudad de México, 
en México (Asamblea Constituyente la ciu-
dad de México, 2017: Art.12). En leyes ordina-
rias, tiene expreso respaldo jurídico en  Brasil 
(Congreso Nacional, 2001); Ecuador (Asamblea 
Nacional Constituyente de Ecuador, 2016: Art. 
5); Argentina (Senado & Cámara de Diputados 
de la provincia de Buenos Aires, 2013: Art.11) 
y México (Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, 2016: Art. 4). 

Igualmente es preciso tener en cuenta, que una 
amplia gama de disposiciones de carácter no 
vinculante, tienen un valioso protagonismo en 
la estructuración de este derecho y en la de-
terminación de los caracteres que lo definen. 
En ese rigor, vale mencionar la Carta Europea 
de Salvaguarda de los Derechos Humanos en la 
Ciudad (2000); la Carta Mundial del Derecho 
a la Ciudad (ONU-Hábitat, 2005); la Carta de 
Derechos y Responsabilidades de Montreal 
(2006); la Carta de la Ciudad de México por el 
Derecho a la Ciudad (2010); la Carta-Agenda 
Mundial de Derechos Humanos en la Ciudad 
(2011) y la Carta de Derechos Humanos de 
Gwangju (2012). Como aspecto común, se des-
taca en ellas la finalidad de aunar los principales 

avances y esfuerzos que se realizan a nivel glo-
bal, en pos de que el derecho a la ciudad alcan-
ce un respaldo adecuado en el ordenamiento 
jurídico internacional. 

Al ahondar en los componentes que integran 
este derecho, también se constata su tributo a 
la concepción de los asentamientos humanos 
en general como bienes comunes que deben 
ser compartidos y beneficiar a todos los miem-
bros de la comunidad. Estos se encuentran en 
plena correspondencia con los Objetivos del 
Desarrollo Sostenible y con la Nueva Agenda 
Urbana (ONU-Hábitat, 2015). Esencialmente 
se determinan como tales: la no discriminación, 
igualdad de género, inclusión, participación, ac-
cesibilidad y asequibilidad, espacios y servicios 
públicos de calidad, economías diversas e inclu-
sivas y vínculos urbano-rurales. 

Se constata en la actualidad una ordenación te-
rritorial que, como refiere Sanz (2020: p. 12), no 
siempre evita las problemáticas que se presen-
tan por la falta de cohesión territorial, que a la 
vez, trae consigo despoblamiento rural (García 
Álvarez & al., 2020: p. 298). Se verifica también, 
que las políticas públicas encaminadas al logro 
de tal cohesión, destacan por no tener sistema-
ticidad y ser muy desiguales (Parejo, 2015: p. 
222). Todo ello atenta contra la necesaria inter-
dependencia que debe existir entre las ciudades 
y sus áreas periurbanas y rurales, donde no se 
obvie la articulación integrada del territorio.

Con la aplicación del derecho a la ciudad se 
puede contribuir a restablecer el nexo existente 
entre el campo y la ciudad, donde se conside-
ren de manera integral e integrada, sin que se 
confundan uno con el otro, en función de lograr 
un gobierno eficaz en el territorio (Vaquer, 2018: 
p. 154). Con ello se está también en consonan-
cia con el Objetivo 11 de la Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible, encaminado al logro 
de ciudades y asentamientos humanos más 
inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles 
(ONU-Hábitat, 2016) y mucho más con lo que 
especifica en uno de sus apartados: “Apoyar los 
vínculos económicos, sociales y ambientales 
positivos entre las zonas urbanas, periurbanas 
y rurales fortaleciendo la planificación del desa-
rrollo nacional y regional” (ONU-Hábitat, 2016: 
subapartado 11.a). 

3  Organización intergubernamental creada después de la 
Segunda Guerra Mundial con el objetivo de velar por los 
derechos humanos, la democracia y el Estado de derecho 
en el continente europeo.
4  En ese tenor, entre los textos más notables desde el punto 
de vista del derecho a la ciudad, se encuentran: la Carta 

Europea de Autonomía Local, de 1985; el Convenio para la 
Participación de los Extranjeros en la Vida Pública a Nivel 
Local, de1992; la Carta Urbana Europea, de 1992 y la Carta 
Urbana Europea II, del 2008. En estos dos últimos documen-
tos, es donde se hace la primera mención explícita al dere-
cho a la ciudad, aunque no de manera profunda.
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El tema que se aborda en el presente artículo 
no resulta inédito; sin embargo, puede admitir-
se como poco tratado y de escaso conocimiento 
teórico-práctico, sobre todo desde las Ciencias 
Jurídicas. Ello determina su actualidad, novedad 
y pertinencia. El objetivo se centra en fundamen-
tar que el derecho a la ciudad no es exclusivo 
para los que habitan la ciudad, con trascendencia 
favorable a la seguridad jurídica de todas las per-
sonas, en cuanto al disfrute de lo que representa 
la ciudad, con independencia del asentamiento 
humano en el que se encuentren. 

En aras de su cumplimiento, se valora este de-
recho desde el vínculo que tiene con el hábitat y 
la urbanización, puntualizándose en determina-
dos rasgos que identifican a las ciudades y a los 
asentamientos humanos rurales, con el propósi-
to de sostener cómo es preciso establecer una 
“nueva relación campo-ciudad para contribuir a 
paliar la crisis ecológica global y reconciliar al 
hombre con la naturaleza” (Izquierdo, 2019). Se 
abordan también los elementos que configuran 
este derecho, fundamentalmente su objeto, con-
tenido esencial, sus sujetos activos y garantías; 
desde ellos, se demuestra la posibilidad de su 
extensión y aplicación a todos los asentamien-
tos humanos. 

2. Metodología
En armonioso complemento, son empleados di-
versos métodos y técnica investigativa, los que 
coadyuvan a la consecución del objetivo propues-
to. Dentro de los primeros, algunos, generales de 
las Ciencias Sociales, como el sociológico y el 
análisis-síntesis; otros, propios de las Ciencias 
Jurídicas, dentro de los que se encuentran el teó-
rico- jurídico y el hermenéutico-jurídico.

A través del método sociológico, se aplican con-
ceptos y técnicas que propician la obtención de 
datos, en aras de interpretar aspectos relaciona-
dos con el derecho a la ciudad y la concreción de 
su contenido en asentamientos humanos en ge-
neral. Mediante el método de análisis- síntesis, se 
descomponen los elementos relacionados con el 
derecho a la ciudad, el hábitat, la urbanización y 
la ciudad, los que se integran a partir de sus inter-
conexiones y contradicciones. 

El método teórico- jurídico se utiliza como herra-
mienta imprescindible, teniendo en cuenta que 
se trata de un tema doctrinalmente polémico. Su 
utilización es necesaria desde el inicio, ya que el 
análisis y la consulta de las fuentes bibliográfi-
cas constituyen el punto de partida para asumir 

posiciones y argumentos propios en torno al de-
recho a la ciudad y los aspectos abordados. 

Con el hermenéutico-jurídico, se valora el signi-
ficado del derecho a la ciudad en su nexo con 
el hábitat, la urbanización y la ciudad; así como, 
su interconexión con el contexto social en el que 
se desenvuelve. Todo ello facilita la interpreta-
ción de la realidad humana, en su vínculo con 
este derecho. 

La revisión bibliográfica es la técnica investiga-
tiva utilizada. Tiene como fuente esencial, dis-
posiciones jurídicas vigentes y algunos de los 
textos emanados de la amplia producción aca-
démica relativa al derecho a la ciudad, al hábi-
tat, la urbanización y la ciudad.

3. Resultados

3.1. Hábitat, urbanización y derecho 
a la ciudad: sinergia e impactos
Comprender que el derecho a la ciudad, tras-
ciende del disfrute de los derechos relativos 
a los recursos urbanos en los contextos cita-
dinos a los distintos asentamientos humanos 
existentes, obliga a valorarlo desde su víncu-
lo tan estrecho con el hábitat y la urbaniza-
ción. Estos devienen aspectos que, a pesar 
de estar marcados por un carácter polisémi-
co en lo referido a su concepción y alcance, 
como regularidad sirven de acicate para admi-
tir su sinergia y los impactos que se generan 
desde ellos.

La Declaración Universal de los Derechos 
Humanos (ONU, 1948: Art. 25.1), adopta-
da en 1948 por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, marca un momento impor-
tante en la evolución de lo que al presente se 
considera como hábitat. Entonces es consi-
derado como el derecho al techo en condicio-
nes de salubridad, para la satisfacción de las 
necesidades de protección, abrigo y descan-
so, entre otras. Sin embargo, el término resul-
ta acuñado por Park (1915: pp. 577-612), en 
el ámbito sociológico de la ecología humana, 
aunque no alcanza entonces repercusión jurí-
dica, como señala Luengo (2015: p. 34), hasta 
la promulgación del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
en 1966 (ONU, 1966). 

En 1972, el tema del hábitat se incluye por pri-
mera vez en la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Humano –conocida 
como Conferencia de Estocolmo. Más tarde, 
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en las cumbres mundiales5 de Hábitat I (ONU-
Hábitat, 1976: art. 8) y Hábitat II (ONU-Hábitat, 
1996: art. 39), se amplía el término de techo 
por el de vivienda digna en asentamientos hu-
manos sustentables, lo cual, además de reco-
nocer la tenencia de la tierra para las mujeres 
y la infraestructura de servicios, contiene las 
condiciones adecuadas del entorno y la movi-
lidad (García Vázquez, 2014: p. 56). 

Con anterioridad al desarrollo del Hábitat III 
(ONU-Hábitat, 2016), momento en que alcan-
za una connotación mayor, ya el término ad-
quiere paulatinamente un respaldo más sólido 
y evoluciona al punto de promover fehaciente-
mente el derecho a la ciudad. Se respalda así 
la dimensión colectiva del derecho a la vivien-
da digna y de la obligación de los Estados de 
garantizar ya no sólo un techo; sino también, 
todo un entorno digno y apropiado como es-
cenario para el desarrollo de los ciudadanos 
(Robledo, 2010: p. 210).

En concordancia con Giraldo & Torres (2004: 
p. 73), el hábitat es el espacio físico e imagi-
nario en el que tiene lugar la vida humana, 
que se extiende más allá de la ocupación fí-
sica de un territorio conformado por viviendas 
y entorno. Constituye el referente simbólico, 
histórico y social en el que se localiza el ser 
humano de manera multidimensional: polí-
tica, económico-social y estético-ambiental, 
actuando complejamente en una cultura de-
terminada. 

A partir de lo referido, es evidente su vínculo 
con el derecho a la ciudad; téngase en cuenta 
que implica mucho más que el hecho de resi-
dir u ocupar un lugar, sino que las personas 
deben identificarse con ese lugar, hacerlo pro-
pio, pertenecer a él. Como asevera Jáuregui 
(2019: p. 40), el derecho a la ciudad se en-
cuentra íntimamente relacionado al concepto 
de hábitat y de habitar, y con las problemáti-
cas que existen en torno a él, entre ellas: ex-
clusión, segregación, ocupación de áreas de 
riesgo y otras. 

A la vez, el hábitat tiene un estrecho nexo con 
lo que se conoce como asentamiento humano 
o poblacional (Oficina Nacional de Estadística e 

Información, 2006), entendido este como toda 
manifestación o presencia de personas con 
residencia fija en un lugar determinado, a par-
tir del cual desarrollan sus actividades vitales. 
Constituye la expresión física del poblamiento 
y puede ser, según el nivel de concentración 
de las viviendas, de dos tipos: concentrado y 
disperso. 

Contrario a los dispersos, los asentamientos 
humanos o poblacionales concentrados se re-
conocen como aquellos en los que existe una 
agrupación de quince o más viviendas habi-
tadas o no de forma permanente, separadas 
entre sí no más de cincuenta metros, con un 
nombre que la identifique y linderos determi-
nados que la diferencien de otra, que puede 
tener o no dentro de su estructura, instalacio-
nes de servicio, producción, etcétera (Oficina 
Nacional de Estadística e Información, 2006). 
Dentro de estos asentamientos se encuentran 
los urbanos y los rurales, ubicándose entre los 
primeros: las ciudades, los pueblos, los pobla-
dos y los caseríos o bateyes. Los rurales, por 
su parte, son todos los lugares con población 
residente de forma permanente que no cla-
sifican como urbanos, los que en función del 
número y distancia que separa las viviendas 
que lo componen, pueden ser concentrados 
o dispersos (Oficina Nacional de Estadística e 
Información, 2006).

De acuerdo con el asentamiento del cual se 
trate, así podrá hacerse referencia a un há-
bitat urbano o rural. En ello juega un papel 
preponderante el proceso de urbanización. 
Desde su propia etimología, que proviene 
del vocablo latino urbi, utilizado por los ro-
manos para identificar el espacio geográfi-
co ocupado densamente por los humanos 
(Capel, 2010), se entiende, en general, como 
algo que se corresponde con un proceso de 
transformación de los modos de utilización 
social del espacio, lo que afecta, según sus 
diversas modalidades, a la ciudad y al campo 
(Remy & Voyé, 1976: p. 9); todo ello sin dejar 
de tener en cuenta que las disímiles defini-
ciones que se aportan sobre este término, 
dependen en alguna medida de la sociedad 
donde se utilice. 

5  Los Estados Miembros de la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU) celebran cada 20 años la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre Vivienda y Desarrollo Urbano 
Sostenible. Se trata de un proceso cuya conducción está en 
manos del organismo principal de la ONU sobre desarrollo 
urbano, el Programa de las Naciones Unidas para los 
Asentamientos Humanos, más conocido como ONU-Hábitat. 
Estos encuentros se convierten en ocasión para discutir li-
neamientos y definir acciones encaminados a fortalecer el 

compromiso político global en favor del desarrollo social am-
bientalmente sostenible, equilibrado y equitativo de pueblos, 
ciudades y otros asentamientos humanos, tanto rurales 
como urbanos, así como con el objetivo de garantizar un 
desarrollo urbano social y ambientalmente sostenible, equili-
brado y equitativo. La primera conferencia, Hábitat I, se ce-
lebra en 1976 en Vancouver, Canadá. 20 años más tarde, en 
1996, tiene lugar Hábitat II en Estambul, Turquía. Justo en 
2016, en Quito, Ecuador, se desarrolla Hábitat III.

http://unhabitat.org/wp-content/uploads/2014/07/unhabitat.org_Resolution-adopted-by-the-General-Assembly-ARES67216.pdf
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A los efectos de este artículo, se está contes-
te con lo expresado por Remy & Voyé (1976: 
p. 84), al admitirlo como ese proceso median-
te el cual se transforma una relación con el 
espacio, sin que su vinculación con este sea 
unívoca, al poder ser utilizado este de mane-
ra diversa según las características sociales y 
culturales del grupo que lo ocupa. 

Vale tener en cuenta que a través de la his-
toria de la humanidad, cada vez es mayor la 
presencia de la urbanización; de hecho, ac-
tualmente se le reconoce como uno de los 
procesos más relevantes del Siglo XXI. Desde 
sus orígenes al presente, demuestra cuán sig-
nificativo resulta para la conformación de los 
asentamientos humanos o poblacionales ur-
banos. Varios son los hitos trascendentales 
en él, que lo signan y determinan su curso; 
así puede citarse, la Revolución Industrial del 
siglo XVIII (Correa, 2010: pp. 34-35). Este 
hecho origina la emigración masiva de habi-
tantes rurales hacia los nuevos centros indus-
triales en busca de empleo y contribuye a que 
estos aumenten en cantidad y dimensiones 
(Giraldo & Torres, 2004: p. 57). 

Las diferentes etapas que comienzan a tener 
lugar y que finalmente traen consigo el trán-
sito de la población urbana del 10% en la 
primera, el 30% en la segunda y el 50% en 
la tercera y actual, con el pronóstico, según 
cálculos estimados de la Organización de 
Naciones Unidas, que al transcurrir las prime-
ras tres décadas del siglo XXI, seis de cada 
diez habitantes del planeta vivan en ciudades 
(Martínez, 2011: p. 4). En cada uno de estos 
períodos la urbanización deja su impronta en 
los distintos asentamientos humanos. 

Para el análisis que centra este estudio, es 
preciso valorar cómo, aunque se hace más 
visible en las ciudades, no es este el único 
espacio físico en el que tiene lugar. Ello contri-
buye a soportar las nuevas interrelaciones es-
tablecidas entre lo urbano y lo rural, así como 
la estrecha relación entre el hábitat, la urba-
nización y los asentamientos humanos en ge-
neral, con el derecho a la ciudad. Se sostiene 
la necesidad de construir la visión territorial 
bajo las implicaciones de la complementa-
riedad, en las que se descomponga, como 
expresa Martínez Godoy “la imagen de la ru-
ralidad agropecuaria, periférica y atrasada, y 
que en el concepto de espejo que a la ciudad 
se la vea como lo contrario” (2017: p. 171). 

En este entramado, se plantean interrelacio-
nes diferentes entre lo urbano y lo rural; en 
ello influyen la dinámica actual del mercado 

de empleo, las cadenas agroalimentarias glo-
bales, los procesos demográficos, entre otros 
que impactan en la estructura de la familia 
rural, y consecuentemente, contribuyen en la 
configuración de tejidos urbanos en los terri-
torios rurales. De modo esencial, téngase en 
cuenta cómo expresan Limonad & Monte-Mór 
(2012): “…por una parte se defiende la urba-
nización de la sociedad y por otra, se afirma 
el surgimiento de una nueva ruralidad…”. La 
urbanización tiene entre sus más fehacientes 
características que no solo propicia la mo-
vilidad geográfica de las personas y de los 
bienes, sino también de las ideas en torno a 
ellos, lo que tiene un impacto en la vida social 
del medio rural. 

Así, es preciso añadir otros particulares que 
también genera este proceso, resultando los 
más connotados: estrechamiento del territorio, 
al facilitar, producto del aumento de la movili-
dad, las relaciones de este con otros cada vez 
más extensos y distantes entre sí; el contac-
to cada vez mayor del campo con la ciudad, 
al ser esta última un lugar al que un número 
considerable de personas accede a trabajar, 
a recibir instrucción docente en las enseñan-
zas superiores fundamentalmente, etcétera; 
las personas que viven en medios rurales, 
tienden a desvalorizar su propio medio, al su-
poner, por sus propias experiencias y por la 
información que reciben, que la vida en la ciu-
dad sea más confortable que la vida rural, al 
proporcionar esta mayor proximidad y accesi-
bilidad a los servicios y avances tecnológicos 
y por lo tanto a mejores condiciones de vida y 
de atención sanitaria (Tarbuch, 2016: p. 221); 
y la homogeneización parcial de las condicio-
nes de vida de las ciudades y campos, a pesar 
de sus distinciones. 

Es importante valorar que la urbanización no 
debe ser confundida con una simple oposición 
ciudad-campo (Remy & Voyé, 1976: p. 109). El 
desarrollo alcanzado en las disímiles socie-
dades, aun cuando no es homogéneo, por lo 
regular tiende a borrar las diferencias entre 
lo urbano y lo rural, lo que a la vez coadyuva 
a mover sus límites; empero, ello no implica 
que se desdibujen exclusivamente las diferen-
cias entre las funciones que ciudad y campo 
tienen en la sociedad. La urbanización, como 
proceso de transformación, puede afectar a 
ambos escenarios, aunque no deja de reco-
nocerse que es la ciudad el lugar privilegiado 
en que se manifiesta, lo que trae consigo que 
en mayor medida en esta, ocurra el acceso a 
todo lo positivo que el mismo entraña (Remy & 
Voyé, 1976: p. 149). 
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Este proceso implica la elevación de la espe-
ranza de vida; mayor equidad de género; un 
aumento en los indicadores del crecimiento 
y diversificación de la economía; así como 
el perfeccionamiento en cuanto al acceso a 
servicios sociales elementales para la sa-
tisfacción de las necesidades. Por tanto, en 
consonancia con Giraldo (2009: pp. 21-22), 
es oportuno su adecuada gestión y planifica-
ción, en pos de contribuir a crear un desa-
rrollo sostenible en todos los asentamientos 
humanos que existen. 

En este artículo se coincide plenamente con 
Limonad & Monte-Mór (2012), quienes con-
sideran que, aunque se aprecia una cierta 
hegemonía de lo urbano, es estimable la per-
manencia de la ruralidad, donde llama la aten-
ción la existencia de un campo re-significado, 
que por sus características no cuenta con los 
atributos físicos de la ciudad, pero que inevi-
tablemente está impregnado y subsumido a lo 
urbano. Por tanto, al abordar el derecho a la 
ciudad, es preciso enfatizar que con el térmi-
no ciudad, no existe en la denominación del 
derecho una coincidencia exclusiva en cuanto 
a lo que implica. 

En atención a lo anterior, al referir el ya abor-
dado concepto de derecho a la ciudad, no 
significa que este sea solo para la ciudad, 
sino para los disímiles asentamientos huma-
nos en los que las personas que allí se en-
cuentren puedan disfrutar lo que representa 
la ciudad, de la que se impone, a continua-
ción, ahondar en algunos de sus aspectos 
esenciales, relativos al derecho analizado. 
Ello también coadyuva a la comprensión del 
por qué este derecho debe extenderse al ám-
bito no urbano.

Las ciudades son expresión del desarrollo 
logrado por la humanidad desde sus oríge-
nes a los momentos actuales. Tal como re-
fiere Ezquiaga-Domínguez (2019: 766): “Quizás 
lo que mejor caracterice la condición urbana 
contemporánea sea una transformación de las 
ciudades tan profunda como la experimentada 
en el periodo de surgimiento de las socieda-
des industriales en la segunda mitad del siglo 
XIX y principios del XX”.

Devienen, como expresan Barrero & Socías 
(2020): “en un sitio estratégico de influen-
cia, de pluralidad, de diversidad y de solida-
ridad”. Respecto a su concepción, disímiles 
son los criterios, sobre todo, porque es sus-
ceptible de ser analizada desde la pers-
pectiva de varias disciplinas, entre las que 
figuran: la Sociología, la Antropología, la 
Geografía, el Urbanismo, la Literatura, la 

Historia, la Geografía Social, la Economía, 
la Estadística, la Filosofía y el Derecho; sien-
do esta última en la que se centra el presente 
análisis, aunque se parte de cuestiones más 
generales. 

La historia relativa a las ciudades resulta bien 
extensa; examinarla sobrepasa los límites de 
este artículo; no obstante, es válido tener en 
cuenta que a través de las distintas circuns-
tancias histórico-concretas, se configura su 
concepto y se determinan los elementos para 
definirlas. En estos últimos, a pesar de ser di-
ferentes, de acuerdo con el contexto donde 
se valoren, se aprecia coincidencia en admitir 
que, dentro de las entidades urbanas, la ciu-
dad es la más densamente poblada. 

Desde el punto de vista geográfico y de or-
denación territorial, es importante el criterio 
aportado por Guillén (2011: p. 20):

“(…) la ciudad puede ser el espacio o territo-
rio urbano donde se ubica una cierta aglomera-
ción de personas y que se articula respecto de 
ciertos servicios públicos como el suministro de 
energía y agua, la asistencia sanitaria, la oferta 
educativa y los transportes colectivos, y gober-
nada por una administración elegida democrá-
ticamente”. 

También se aplica a conglomerados urbanos 
con entidad de capitalidad y mayor importan-
cia en la región y que asume los poderes del 
Estado o nación. Por extensión se utiliza la de-
nominación a cualquier entidad administrativa 
con alguna autonomía a nivel de municipio, 
considerándose como genéricas y optativas, 
las demás denominaciones, tales como pue-
blo. Dada cuestiones administrativas, algunas 
de las grandes ciudades suelen subdividirse 
en comunas, barrios, distritos, delegaciones o 
pedanías. Su extensión por el espacio puede 
ser discontinua, lo que determina que apa-
rezcan nuevas acepciones relacionadas con 
ella, entre las que se encuentran: conurba-
ción, aglomeración urbana, área metropoli-
tana, metrópolis y megalópolis. Un lugar no 
menos importante también lo ocupan las lla-
madas ciudades globales, las que no deben 
confundirse con megaciudades.

Para Borja & Carrión & Corti (2016: p. 53), 
es el motor de la economía, de la innovación 
social y cultural y de los grandes cambios 
políticos; para ellos, esta expresa un com-
promiso con el futuro, una promesa de vida 
mejor y el mayor producto que ha creado la 
humanidad. González (2013: p. 15), la entien-
de como un constructo social, expresión di-
recta de la colectividad, símbolo y referencia 
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de una sociedad y de un momento histórico 
concreto; se convierte en la realización de un 
proyecto colectivo. 

Por su parte, Uceda (2017: p. 11) expresa que 
no debe ser entendida como un conjunto ho-
mogéneo, ni a nivel distrital ni mucho menos 
a nivel barrial; existiendo múltiples factores de 
diversa índole (laborales, formativos, demo-
gráficos, etcétera) que delimitan las condicio-
nes de vida de las diferentes áreas urbanas 
y de sus vecinos. Urbanísticamente, la ciu-
dad puede ser el espacio o territorio donde 
se asienta una población, que se articula res-
pecto de ciertos servicios públicos, que son 
necesidades básicas que requieren de una 
satisfacción objetiva y universal. 

Al definir a la ciudad desde el Derecho, se 
toman como base las observaciones que se 
aportan desde otras Ciencias y no se pierde 
de vista que inclusive, en las Jurídicas, tam-
bién encuentra una perspectiva multidiscipli-
naria. Por tanto, en su vínculo con el derecho 
a la ciudad, es relevante considerar al menos, 
determinados criterios aportados por connota-
dos autores que se refieren en sus estudios a 
este derecho, así como concepciones que se 
prevén en algunos de los documentos e ins-
trumentos jurídicos que lo regulan. 

En consonancia con lo anteriormente expresa-
do, se toma como punto de partida lo aborda-
do por Lefebvre (1978), para quien la ciudad 
es una nueva forma urbana, aquella organi-
zación social que integra su percepción de lo 
urbano, los vínculos sociales, económicos y 
físicos dentro de un contexto orientado a lo 
humano. En su pretensión de admitirla como 
un espacio ideal, justo y mejor, plantea este 
autor que es una obra hermosa, expresión del 
arte, un espacio político que se plasma, trans-
forma y moldea de acuerdo con los deseos, 
las formas de pensar y la estética de un de-
terminado grupo. 

De modo esencial se enfatiza en que no es 
lo opuesto a lo rural y al entender a la urbani-
zación como una gran transformación social 
del mundo, considera que es erróneo pen-
sar la ciudad solo como la rápida, creciente y 
progresiva urbanización (Marcuse, 2009: pp. 
185-197). Este criterio, de alguna manera es 
tenido en cuenta por los diversos autores que 

también contribuyen a la definición del con-
cepto de derecho a la ciudad; estos lo enri-
quecen desde las más variadas aristas. 

Borja (2003: p. 6), por su parte, realiza un 
análisis etimológico de la ciudad y la valora 
no solo como urbs, sino también como civitas 
y como polis6. La concibe como un espacio 
público, donde se ejercen los derechos pú-
blicos de la ciudadanía, un espacio abierto y 
significante, habitado por ciudadanos libres 
e iguales; un lugar de representación y ex-
presión colectiva de la sociedad, el espacio 
material e ideológico donde las libertades se 
ejercen y los derechos humanos se exigen 
democráticamente.

Merece ser mencionado Correa (2010: p. 31), 
quien considera que la ciudad es una institu-
ción y vincula a su gestión, la garantía o la 
vulneración de los derechos humanos que 
le asisten a sus habitantes. Alvarado (2016: 
p. 1) también alude a ella; la reconoce como 
una asociación que se basa en determina-
das reglas de conducta de obligatorio cumpli-
miento, mediante las cuales se coadyuva a la 
satisfacción de las necesidades primordiales. 
Complementa esta definición, la aportada por 
la autora Jáuregui (2019: p. 38), quien inter-
preta a la ciudad como un espacio de realiza-
ción de derechos. 

En varios de los instrumentos jurídicos referi-
dos a la ciudad y al derecho a la ciudad, con 
carácter vinculante o no, se exponen defini-
ciones relativas a la ciudad, que devienen de 
especial valor para su concepción desde el 
punto de vista jurídico. Se destaca, por ejem-
plo, cómo la reconoce la Carta Europea de 
Salvaguarda de los Derechos Humanos en la 
Ciudad (2000) “[…] un espacio colectivo que 
pertenece a todos sus habitantes (los cuales), 
tienen derecho a encontrar las condiciones 
para su realización política, social y ecológi-
ca, asumiendo deberes de solidaridad”.

La Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad 
de 2005 amplía el concepto, al denominarla 
como toda villa, aldea, capital, localidad, su-
burbio, ayuntamiento, o pueblo que esté or-
ganizado institucionalmente como unidad 
local de gobierno de carácter Municipal o 
Metropolitano, tanto sea urbano, semi-rural o 
rural (ONU-Habitat, 2005: Art.1.4). Esta idea 

6  El término urbs hace referencia al sentido físico, material, 
morfológico, como paisaje urbano opuesto al paisaje rural 
(rus). El significado de civitas (comunidad humana, complejo 
orgánico de grupos sociales e instituciones) hace referencia 

a la ciudad en cuanto realidad social. La polis (ciudad en 
sentido político) se refiere a la organización de la ciudad y a 
la estructura de poder, dando lugar a la política y a la parti-
cipación.



MINISTERIO DE TRANSPORTES, MOVILIDAD Y AGENDA URBANA  553

CyTET LIV (213) 2022

se reitera en varios de los instrumentos que 
se inspiran en esta Carta. 

Según la Carta de Derechos y Responsabilidades 
de Montreal (2006: Art. 1), “constituye un terri-
torio y un lugar de convivencia donde se debe 
promover la dignidad e integridad humanas, 
así como la tolerancia, la paz, la inclusión y la 
igualdad entre todas las ciudadanas y todos 
los ciudadanos”. Como un sistema complejo 
se valora en la Carta de la Ciudad de México 
por el Derecho a la Ciudad (2010), donde se 
considera que es un derecho humano colec-
tivo, un espacio que pertenece a todos sus 
habitantes y a los que la transitan o visitan. 

De acuerdo con la Carta-Agenda Mundial de 
los Derechos Humanos en la Ciudad (2011) “...
es una comunidad política en la que todos sus 
habitantes participan en un proyecto común 
de libertad, de igualdad de derechos entre 
hombres y mujeres en la diversidad y de de-
sarrollo individual y colectivo (…)”. 

Como se constata, definir la ciudad no es tarea 
sencilla, pues es el resultado de la óptica con la 
que se aprecie en el Estado al que pertenezca, 
a pesar de existir elementos regulares que se 
puedan tener en cuenta internacional y nacio-
nalmente. Desde el Derecho, específicamente 
en su nexo con el derecho la ciudad, general-
mente se utiliza para designar una determinada 
entidad político-administrativa urbanizada, o en 
algunos casos, para describir un área de urba-
nización contigua, que puede abarcar diversas 
entidades administrativas. Entre los elementos 
que se tienen en cuenta para definirla se en-
cuentran: la población, la densidad poblacional, 
estatuto legal y que predomine en ella funda-
mentalmente la industria y los servicios. 

Es generalizada la idea de admitirla como 
centro funcional de los territorios, en el que 
confluyen ciudadanos del área rural y urbana 
a recibir servicios públicos y privados y satis-
facer necesidades diversas sobre la base de 
la equidad. También se valora como origen y 
destino de producciones y servicios del campo 
y la ciudad; como un espacio territorial con 
una concentración poblacional y de las acti-
vidades económicas y sociales; como un en-
torno artificialmente creado por el mismo ser 
humano para la satisfacción de ciertas nece-
sidades, donde se expresan e incorporan ele-
mentos culturales, históricos y arquitectónicos 
como mediadores de los conflictos urbanos. 

Mayor coincidencia existe en aceptar que 
cada tipo de sociedad implica una ciudad ca-
racterística, imbricada inexorablemente con 

su estructura social típica; forma un sistema 
complejo caracterizado por continuos proce-
sos de desarrollo y de cambio; definido por la 
concentración de los medios de producción, 
de la población, de los recursos financieros, 
administrativos, políticos y de servicios. 

Para este artículo, se pondera la necesidad 
de valorarla jurídicamente, sin perder su en-
foque integral, en virtud de lo cual, se estima 
como una comunidad política local, entendida 
a la vez como espacio colectivo y lugar ade-
cuado para el desarrollo político, económico, 
social y cultural de la población. Se tiene en 
cuenta su relación e interdependencia con los 
asentamientos humanos rurales, los que tam-
bién precisan de la aplicación del derecho a 
la ciudad.

Los asentamientos humanos rurales igual-
mente se valoran desde disímiles perspec-
tivas epistemológicas, sin desconocer el 
contexto histórico social concreto del cual 
emanen los principales debates teóricos sobre 
ellos (Padua & al., 2012). Generalmente, el ad-
jetivo rural se utiliza como contrario a lo urba-
no; como aquello concerniente a la vida en el 
campo. Entre los rasgos que con mayor re-
gularidad se presentan en estos escenarios, 
están que, en ellos, generalmente la agricul-
tura o la ganadería son la fuente de recursos 
para vivir; ni la industria ni la economía al-
canzan un desarrollo significativo; en la mayo-
ría de los casos, los servicios públicos están 
muy limitados; la tecnología tampoco muestra 
avances considerables y se aprecia una in-
fraestructura que no satisface a plenitud todas 
las necesidades de sus habitantes. Todo ello 
contribuye a que la población que habita en 
estos asentamientos sea cada vez más es-
casa. 

Al presente, en el contexto mundial constan 
varios desafíos a asumir en todos los asen-
tamientos humanos, sean rurales o urbanos. 
Consecuentemente, en función del derecho 
a la ciudad, se aspira que estos resulten un 
espacio estratégico desde donde se ofrezcan 
respuestas más adecuadas a la diversidad y 
a los nuevos desafíos que surgen: neutralizar 
la exclusión social; evitar la hiperespecializa-
ción territorial; contrarrestar las desigualda-
des que se aprecian, tanto entre los lugares, 
como entre las personas que los habitan; 
equilibrar las presiones globales y del mer-
cado sobre la ciudad con las pretensiones 
sociales y colectivas de sus habitantes, en 
pos de que ambas tengan la posibilidad de 
ser tenidas en cuenta; y lo imperioso que re-
sulta ajustarse política y culturalmente a las 
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necesidades que su expansión funcional trae 
consigo (Castells, 2004: p. 45). 

Al proponer que se aplique en mayor medida 
el derecho a la ciudad en los asentamientos 
humano rurales se preconiza la necesidad de 
promover el enfoque territorial del desarrollo 
rural, donde sea una prioridad la interacción 
de los sistemas humanos y ambientales. Así, 
por lo que implica cada uno, es posible alcan-
zar la integración de los sistemas productivos 
rurales con trascendencia favorable a la ele-
vación de las condiciones de vida y el bienes-
tar social en estos escenarios, que redunda, 
finalmente en el desarrollo humano integral. 
Todo ello sin dejar de tener en cuenta que la 
cohesión territorial en estos espacios toma 
como cimiento un tejido social específico, que 
lo identifica como asentamiento humano rural.

3.2 El derecho a la ciudad: hacia 
una mayor cohesión territorial 
desde sus elementos 
configuradores 
Aunque son disímiles las limitaciones en ge-
neral, las problemáticas territoriales no se 
expresan por igual en todas las sociedades 
ni en los múltiples asentamientos urbanos7 
(Habitat International Coalition– América 
Latina, 2008); sin embargo, es común en 
ellas el hecho de que atentan contra el pleno 
desarrollo de las personas. Se reconoce si-
militud, además, en las causas que las ori-
ginan: acercamiento a las ciudades, donde 
se supone que existen mejores condiciones 
de vida, aunque sea para asentarse en luga-
res que no tengan las posibilidades de estas; 
así como la ausencia de políticas coherentes 
y efectivas generalizadas, con respecto a la 
transformación de esas realidades. 

Las condiciones de globalización neoliberal 
que marcan la actualidad, unidas a la apli-
cación de políticas de desarrollo incorrectas 
en la planificación territorial, traen consigo 
cada vez mayores desigualdades, sobre todo 
para las personas que por disímiles razones, 

resultan vulnerables y se les dificulta el acce-
so a lo que implica su bienestar en todos los 
aspectos. Se destaca, por ejemplo, la falta de 
vivienda adecuada, la ausencia de los servi-
cios básicos tales como abastecimiento de 
agua y saneamiento; ocupaciones y casas 
construidas en lugares inseguros y/o insalu-
bres; falta de seguridad en la tenencia; par-
celaciones menores que las permitidas por la 
legislación; exclusión social por estar situa-
dos en las periferias de las ciudades; y po-
breza extrema (Cymbalista, 2008: p. 7). 

Desde las sociedades, aunque no todas al 
mismo ritmo, se buscan alternativas en pos 
de transformar esa realidad, bajo la perspec-
tiva de articular una visión de equidad e in-
clusión en el tratamiento de los problemas 
territoriales y sociales en el entorno urbano 
y rural. En ese tenor, se presenta el derecho 
a la ciudad como una propuesta cuya con-
notación va en aumento, sobre todo por su 
significado y alcance. En coincidencia con 
lo que refiere Cymbalista (2008: p. 45), un 
paso a seguir para que existan asentamien-
tos humanos sostenibles, desde la dimensión 
económica, ambiental y social, es el del re-
conocimiento institucional de este derecho. 

Expresa García Chueca (2016: p. 25) que 
se trata de un derecho a través del cual se 
puede garantizar el cumplimiento de los de-
rechos humanos ya reconocidos a nivel in-
ternacional, razón por la cual, de manera 
efectiva puede contribuir a la implementa-
ción de estos en todos los entornos, sean 
urbanos o rurales. También se pronuncia 
Bermúdez (2018: p. 28), quien además de re-
conocer su novedad, al no estar reconocido 
en la mayoría de las legislaciones del mundo 
y no formar parte de manera explícita del sis-
tema de protección de los derechos huma-
nos, advierte sobre su sentido reivindicativo 
en materia de asentamientos humanos y de-
sarrollo urbano. 

Al ahondar en los elementos que configu-
ran al derecho a la ciudad, se advierte lo 
que precisamente centra el desarrollo de 
este artículo: el hecho de que no es un de-
recho para concretarse exclusivamente en la 

7  Existen varias denominaciones para los asentamientos 
surgidos fuera de mecanismos establecidos, generalmente 
en zonas no aptas para el desarrollo urbano, diferenciados 
del entorno físico-urbano y social. Según el país que se tra-
te, tienen disímiles maneras de identificarlos: barrios infor-
males, marginales, espontáneos, ilegales, irregulares, 
clandestinos, no controlados y sub-normales o sub-urbanos. 
En Argentina: villas miseria o villas de emergencia; en Brasil: 

favelas, barrios hongos; en Colombia: covachas, ciudades 
pirata o ilegales; en Bolivia: villas periféricas; en Chile y 
Costa Rica, callampas, tugurios; en México: colonias popu-
lares, barriadas brujas o de emergencia; en Perú: zonas 
negras, urbanizaciones clandestinas, barriadas o pueblos 
jóvenes; en Puerto Rico: Barriadas Marginales, Barriadas 
Clandestinas; en Panamá: arrabales; y en Venezuela, ba-
rrios de ranchos.
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ciudad. Desde su misma naturaleza jurídica, 
se constata tal aseveración, al incluirse den-
tro de la tercera generación de los derechos 
humanos, donde es la solidaridad uno de sus 
valores generadores esenciales (Villabella, 
2020: p. 145). Como afirma Navarrete (1994: 
p. 152), una de las particularidades de los de-
rechos que integran esta generación es que 
consideran al individuo como parte integrante 
de la humanidad y no como un ente aislado, 
contribuyendo así a dilucidar sus intereses 
desde la dimensión social. 

Este derecho a la ciudad ofrece herramientas 
concretas que coadyuvan a la transformación 
satisfactoria de los asentamientos humanos 
en bienes comunes y en una creación colec-
tiva. De una manera bien ilustrativa, refleja el 
carácter extensivo de este derecho su objeto 
y contenido esencial. Según se considera en 
este artículo, el objeto se corresponde con el 
desarrollo integral de los titulares del derecho 
a la ciudad, así como el logro de la cohesión 
social y territorial de los asentamientos hu-
manos en general. 

Este objeto puede concretarse a partir de su 
contenido esencial: el uso y disfrute de los 
beneficios que representa la ciudad en asen-
tamientos humanos sostenibles, así como 
participar en la producción de los mismos de 
manera inclusiva, sin poder causar agravio 
ni lesión a los derechos o intereses legítimos 
de terceros, todo sobre la base de la digni-
dad humana, la justicia social, la igualdad, la 
equidad y la solidaridad, en función de lograr 
una mayor calidad de vida para todos. 

Este derecho es protectorio, tal como sostie-
ne Slavin (2019: pp. 21-23). Con él se coinci-
de en que este es un principio fundamental a 
tener en cuenta como base en su contenido 
social, de modo que se pueda poner coto a 
lo que es frecuente encontrar en algunas de 
las bibliografías abordadas en lo relativo a la 
ambigüedad o vaguedad en la concreción de 
su contenido. La plena y efectiva materializa-
ción del derecho a la ciudad, requiere el res-
peto, la protección y el cumplimiento de todos 
los derechos humanos sin excepción, junto 
con los principios y derechos concretos que 
emanan de manera específica del derecho a 
la ciudad: la función social de la ciudad, la 
lucha contra la discriminación socio-espacial, 
espacios públicos de calidad y vínculos urba-
no-rurales sostenibles e inclusivos. Notable 
es que trasciende el ámbito individual para 
trasladarse al género humano en su conjun-
to, de modo especial, en los asentamientos 
humanos, sin distinción de su cariz urbano o 

rural, superando a la vez, cualquier limitación 
geopolítica. 

Coadyuva también a fundamentar que este 
derecho es válido para todos los asentamien-
tos humanos, la determinación de sus suje-
tos activos. En la actualidad, apreciable es 
cómo se entiende que los derechos tienen 
también eficacia horizontal, lo que tributa a 
admitir la no exclusividad de que el sujeto ac-
tivo es el individuo, beneficiario del derecho, 
sino que se acepta, la titularidad colectiva y 
difusa de algunos de los derechos, como en 
este caso (Villabella, 2020: p. 141). El de-
recho a la ciudad, no se ejerce solamente 
por una voluntad. Por su misma naturaleza 
ordena un proceso de construcción social, 
de interacción y corresponsabilidades entre 
los ciudadanos, las organizaciones sociales 
y las autoridades públicas; no es un derecho 
que un solo individuo pueda reclamar para 
sí. Implica, por tanto, que un sujeto colectivo 
sea su titular: los ciudadanos. Así, de la si-
nergia de todas las individualidades deviene 
el sujeto colectivo, cuyos fines e intereses 
son más que los de cada uno de los indivi-
duos (Correa , 2010: p. 49). 

En algunas sociedades, el derecho a la ciu-
dad, tal como está constituido, se encuen-
tra demasiado restringido, en la mayoría 
de los casos, a una reducida élite política 
y económica, en condiciones cada vez más 
crecientes de conformar las ciudades de 
acuerdo con sus propias aspiraciones. Sin 
embargo, se entiende que si los derechos 
humanos no excluyen, en tanto derechos, a 
ningún habitante, independientemente de su 
localización espacial, condición económica o 
identidad étnica, no es necesario hacer tal 
distinción, pues más bien lo que se impone 
es la implementación de políticas públicas 
adecuadas para garantizar la plena igualdad 
de todos los ciudadanos en cuanto al acceso 
de todo lo que significa el derecho a la ciu-
dad, en cualquier asentamiento humano, sea 
urbano o rural.

La democratización de este derecho, en fun-
ción de hacerlo realidad, resulta imprescin-
dible para que los desposeídos recuperen el 
control sobre la ciudad del que durante tanto 
tiempo están privados y puedan participar en 
la institución de nuevos modos de urbaniza-
ción en cualquier asentamiento humano. Su 
titularidad, por tanto, supone la inclusión de 
todos los ciudadanos en el disfrute de su con-
tenido, así como el respeto a las minorías y 
a la pluralidad étnica, racial y cultural, dado 
que en virtud de dichas características, y a su 
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situación económica, migratoria, de género y 
generacional, se ven limitadas en la satisfac-
ción de sus necesidades y demandas. 

No menos importante para el logro de que 
en los disímiles asentamientos humanos, se 
concrete el derecho a la ciudad, resultan las 
garantías necesarias para su ejercicio real 
y para su defensa jurídica. De hecho, una 
de las razones esgrimidas por algunos de 
los detractores de este derecho, es preci-
samente, la relacionada con su exigibilidad 
(Anduaga, 2017: p. 7), aspecto en el que influ-
ye su propia naturaleza jurídica. Para la Red 
Habitat International Coalition por el Derecho 
a la Vivienda y a la Tierra, en su comentario a 
la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad, 
citado por Anduaga (2017: p. 7):

“(…) no es un derecho humano normativo 
como aquellos que lo componen, como por 
ejemplo: los derechos a la vida, vivienda o 
educación. Es por lo tanto que, para lograr el 
reconocimiento de algo llamado del Derecho a 
la Ciudad en el corpus de los derechos huma-
nos…debe referirse y constituirse a partir de 
los derechos existentes que ya son reconoci-
dos internacionalmente”. 

Por su parte, Ugalde (2015: p. 589) sustenta 
que este derecho constituye más un princi-
pio y una exigencia política, que un derecho 
que pueda ser reclamable jurídicamente en 
su totalidad; ello lo sustenta en que el de-
recho a la ciudad no está jurídicamente re-
conocido por muchos países, quienes para 
lograrlo requieren de un Estado de Derecho 
con enfoque social y altamente organizado e 
integrado. Sin embargo, reconoce que no por 
esta situación debe ser necesariamente un 
elemento problemático del sistema jurídico 
en vigor, pues su aprehensión por el Derecho 
podría darse progresivamente por vía no sólo 
del reconocimiento, sino a través de la exi-
gibilidad y ejercicio de otros derechos que 
le son asociables. Para el Arquitecto Enrique 
Ortiz, también citado por Anduaga (2017: p. 
8), tal situación puede solucionarse con el di-
seño de políticas públicas que puedan hacer 
real este derecho, pues es a través de ellas 
que la ciudadanía puede demandarlo. 

No es menos cierto que este es un asunto 
complejo; sin embargo, a partir de estos refe-
rentes normativos y las consideraciones teó-
ricas que al respecto se ofrecen por algunos 
de los autores que indagan en estas cues-
tiones, es posible establecer, las garantías 
del derecho a la ciudad, factibles para todos 
los asentamientos humanos. Para ello, es de 
gran utilidad tener en cuenta las múltiples 

garantías que en general, se prevén desde el 
Derecho y que, a pesar de ser tan variadas, 
no se excluyen entre sí. Fundamentalmente, 
tributan a este análisis, las garantías: mate-
riales; formales; las que se establecen para el 
ejercicio del derecho; las que se establecen 
para su defensa; genéricas o conceptuales; 
específicas; institucionales y jurisdiccionales, 
tanto internas como internacionales. 

Las garantías materiales se integran por el 
conjunto de condiciones socioeconómicas y 
políticas que resultan necesarias para el dis-
frute del derecho a la ciudad. En este ámbito, 
es de gran trascendencia la planificación, a 
la que se le reconoce, según advierte Pírez 
(2019), como un elemento importante en la 
concreción, en un asentamiento humano 
determinado, de definiciones más o menos 
abstractas del derecho a la ciudad. Ello igual-
mente es refrendado por Casal (2008), quien 
valora como necesario planificar el desarro-
llo del asentamiento que se trate a partir del 
diálogo y la movilización social con el objeto 
de proteger e implementar este derecho de 
forma integrada, participativa y consensuada. 

En una adecuada planificación, varios son 
los aspectos del derecho a la ciudad sobre 
los que se puede desplegar un conjunto de 
acciones que favorezcan su materialización 
efectiva, para lo que, en virtud de lo que 
plantea Carrero de Roa (2009: pp. 282-283), 
puede tenerse en cuenta, a saber: el dere-
cho a la diversidad y la complejidad, a un 
asentamiento humano donde tengan cabida 
la mayor variedad de grupos sociales y usos; 
derecho a los equipamientos para la satisfac-
ción de las necesidades individuales y co-
lectivas, incluyendo también los espacios de 
relación social como el equipamiento comer-
cial de proximidad; derecho a los espacios 
públicos diseñados para favorecer las rela-
ciones personales y la convivencia vecinal, 
con valor y calidad estética, que sean objeto 
de un diseño cuidadoso, atento a la escala 
humana y a las necesidades de sus usuarios; 
derecho a la movilidad para todos; derecho a 
la accesibilidad a las viviendas, los espacios 
públicos, los equipamientos, las calles, las 
plazas, para todos los ciudadanos de forma 
autónoma; derecho a la identidad colectiva y 
el derecho a la participación. 

Las garantías formales tienen gran valor en 
la concreción del derecho a la ciudad; se con-
forman tomando como base las condiciones 
jurídicas establecidas por el ordenamiento ju-
rídico para su disfrute. En esta modalidad, se 
tiene entre las cuestiones más abordadas, la 
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referida a la condición de ciudadano(a) como 
una de las principales garantías. Por ejem-
plo, Ugalde (2015: p. 590), establece la dis-
tinción entre habitante y ciudadano, lo que 
refrenda en el hecho de que algunos de los 
derechos de los que dispone únicamente el 
ciudadano, como la asociación política y la 
participación en la toma de decisiones, le 
significan mejores condiciones para ejercer 
el derecho a definir y transformar su asenta-
miento humano; por lo que la cuestión de la 
ciudadanía no es entonces ociosa en la dis-
cusión sobre la traducción del derecho a la 
ciudad en mecanismos concretos de atribu-
ción de derechos y de la existencia de meca-
nismos para su justiciabilidad.

En este tipo de garantía para la concreción 
del derecho a la ciudad, encuentra también 
un espacio lo relativo a la articulación entre 
el ejercicio efectivo de los derechos humanos 
con la democracia en sus diversas dimen-
siones (representativa, distributiva y partici-
pativa). Es por eso que se le atribuye tanto 
valor a la gestión democrática del asenta-
miento humano, o sea, al modo de construir-
lo desde la participación política y social. En 
este tenor se proyecta Anduaga (2017: pp. 50-
51), para quien es muy necesaria la participa-
ción ciudadana en todos los espacios y hasta 
el más alto nivel posible en la formulación, 
implementación, seguimiento y evaluación de 
las políticas públicas. 

Este mismo autor (Anduaga, 2017: p. 4), in-
voca a que el derecho a la ciudad sólo puede 
hacerse realidad en el marco de una buena 
gobernanza, mediante un buen gobierno y 
una buena administración del territorio (Mota 
& Díaz, 2008: p. 598); lo que requiere res-
petar y promover los derechos en la ciudad 
interconectados y ya referidos en este artícu-
lo, por ejemplo, vivienda, seguridad, manifes-
tación, salud, medio ambiente, entre otros, 
así como del uso de las Tecnologías de la 
Información y la Comunicación y de la inteli-
gencia artificial para promover asentamientos 
humanos inteligentes y transparentes. 

Muy interesante resulta la propuesta de Borja 
(2003: pp. 317-322), para quien el derecho a 
la ciudad comprende una serie de derechos 
urbanos, cuyo desarrollo y legitimación de-
pende de un triple proceso, representado por: 
un proceso cultural, de hegemonía de los va-
lores que están en la base de estos derechos 
y de su explicación o especificación; un pro-
ceso social, de movilización ciudadana, para 
conseguir su legalización y la creación de los 
mecanismos y procedimientos que los hagan 

efectivos y un proceso político-institucional 
para formalizarlos, consolidarlos y desarrollar 
las políticas para hacerlos efectivos. 

En consonancia con Borja, de un modo bien 
explícito, Fauth (2015: p. 166) expresa que 
para proteger y tornar efectivo el derecho a la 
ciudad son necesarias la inclusión jurídica de 
principios, reglas e instrumentos destinados 
al reconocimiento y la institucionalización de 
derecho para todos(as) los(as) que viven en 
las ciudades y en cualquier asentamiento 
humano; la promoción de políticas públicas 
destinadas a hacer efectivo ese derecho y 
los derechos conexos e interrelacionados al 
derecho a la ciudad. Añade que se impone 
como desafío, garantizar la eficacia social de 
la norma, tornar exequible el contenido nor-
mativo según el criterio de la legitimidad, que 
incluya la traducción jurídico-urbanística de 
las prácticas sociales, y el cumplimiento de 
los criterios de incidencia, legitimidad y finali-
dad, siendo capaz de garantizar derechos de 
la colectividad, por tanto, en estrecha articu-
lación con la tutela del derecho a la ciudad. 

Por su parte, las garantías para el ejerci-
cio se refieren tanto a las condiciones pro-
venientes del régimen jurídico, como a las 
normas que ofrecen la posibilidad de ejerci-
cio de los derechos, ya sea por su reconoci-
miento constitucional o legal; así como otras 
que desarrollan los cauces para su ejercicio, 
creando, si fuera necesario las instituciones 
estatales y jurídicas. Con relación al derecho 
a la ciudad, el mismo hecho de que encuen-
tre respaldo constitucional y legal en algunos 
Estados, ya constituye para los ciudadanos 
de los mismos, en una garantía. No obstan-
te, también debe tenerse en cuenta que el 
mero reconocimiento constitucional de los 
derechos es un requisito jurídico-político ne-
cesario, pero no suficiente para garantizar 
su efectiva aplicación, como sostiene Cutié 
(1999: p. 36). 

En cuanto a las garantías para su defensa, 
se incluyen aquellas leyes, instituciones y 
procedimientos, básicamente judiciales, que 
tributan al reconocimiento, restitución del 
derecho o indemnización para los casos en 
los que este resulte vulnerado. Sobresale en 
este ámbito lo que Ugalde (2015: p. 11) re-
fiere específicamente en torno a uno de los 
procesos, el administrativo. Al respecto ma-
nifiesta que, aunque la causa por la que se 
pueden ejercer acciones por esta vía no sea 
necesariamente por la vulneración de dere-
chos, debe considerarse un mecanismo bá-
sico para oponerse y, en su caso, conseguir 
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la anulación de decisiones gubernamentales 
materializadas mediante actos administrati-
vos que atenten contra este derecho. 

Expresa también Alvarado (2016: p. 19-20), 
que los derechos sociales, en los que se in-
cluye el derecho a la ciudad, pueden hacerse 
exigibles a través de estrategias que faciliten 
a los tribunales nacionales, la imposición del 
cumplimiento del derecho no satisfecho o la 
reparación del derecho violado con pronun-
ciamientos innovadores y originales, o bien 
a través de estrategias de tutela indirectas, 
pues no siempre la jurisdicción tiene los al-
cances como instrumento adecuado, para la 
plena garantía de los derechos sociales. 

Las garantías genéricas o conceptuales 
coinciden con la regulación jurídica del de-
recho, de modo que respecto al derecho a la 
ciudad, tienen que ver con el hecho de que 
al ser regulado jurídicamente, el legislador 
debe respetar su contenido esencial; en con-
secuencia, todo lo que establezca sobre él 
debe ajustarse a sus características y a los 
rasgos que permiten identificarlo de otros 
derechos. Muy importantes son las garantías 
específicas, en las que se incluyen los proce-
dimientos reconocidos especialmente para la 
defensa de los derechos. En los países que 
regulan este derecho de manera expresa, no 
se concibe aún un procedimiento exclusivo 
para su defensa, lo que deviene una de las 
causas por las cuales, el derecho a la ciudad 
no encuentra la concreción efectiva a la que 
se aspira. 

A través de las garantías institucionales, se 
designa a los órganos necesarios para la re-
clamación y defensa de los derechos. Las ga-
rantías jurisdiccionales tanto internas como 
internacionales, tienen particular valor en la 
materialización de cualquier derecho. Las 
primeras son los procedimientos necesarios 
para la reclamación y defensa de los dere-
chos amenazados o vulnerados, que, en el 
caso del derecho a la ciudad, no se constata 
ninguno en específico desde las disposicio-
nes que expresamente lo regulan. 

Con relación a las garantías jurisdiccionales 
internacionales, estas son las establecidas 
por los instrumentos internacionales y re-
gionales de reconocimiento de los Derechos 
Humanos que ofrecen la posibilidad para los 
ciudadanos o residentes de los Estados fir-
mantes, luego de agotada la jurisdicción na-
cional, de concurrir a Cortes o Tribunales 
internacionales y regionales en defensa de 
sus derechos si no estuviesen de acuerdo 
con la decisión de los tribunales nacionales. 

Respecto al derecho a la ciudad, es de gran 
valor para la verificación de esta garantía, 
que los países, acojan, como parte de sus 
fuentes formales del Derecho, los instru-
mentos jurídicos internacionales. Ello sirve 
de sustrato para la admisión de aquellos en 
los que se regulan aspectos relativos a este 
derecho en los que se hace referencia a la 
tutela en este nivel. 

En este punto merecen ser referidas impor-
tantes acciones realizadas a nivel interna-
cional, que tributan al alcance de esta visión 
territorial integrada, que puede preverse con 
la aplicación del derecho a la ciudad. Entre 
las que promueven la relación rural- urbana, 
de una manera significativa, se encuentra la 
Nueva Agenda Urbana, en la que se de modo 
relevante se expresa el respaldo:  

 “(…) a los sistemas territoriales que integran 
las funciones urbanas y rurales en los marcos 
espaciales nacionales y subnacionales y los 
sistemas de ciudades y asentamientos huma-
nos, promoviendo con ello la ordenación y el 
uso sostenibles de los recursos naturales y la 
tierra, garantizando el suministro fiable y las 
cadenas de valor que conectan la oferta y la 
demanda en las zonas urbanas y rurales para 
fomentar el desarrollo regional equitativo en 
todo el proceso continuo de las zonas urbanas 
y rurales y colmar las brechas sociales, eco-
nómicas y territoriales” (ONU-Hábitat, 2016: 
apartado 49).

Es menester considerar también el Consejo 
de Europa, que en este ámbito realiza válidos 
pronunciamientos que tributan a garantizar la 
observancia de aspectos vinculados con el 
desarrollo rural. En muchos casos, lo centran 
en aquellos que promueven la conservación 
de la naturaleza, como un instrumento que 
tributa a revertir la despoblación rural, con 
trascendencia favorable al logro de mayor 
equidad social en los entornos rurales (Pont 
& Nieto, 2020: p. 317).  Asimismo, se integran 
determinados lineamientos en políticas sec-
toriales, como ocurre con el Plan Estratégico 
de la Política Agrícola Común que desarrolla 
España, en virtud del cual, uno de sus ob-
jetivos es lograr el fortalecimiento del tejido 
socio-económico de las zonas rurales (Pont 
& Nieto, 2020: p. 350). 

Igualmente se corresponde con este aspec-
to, la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos que, en cuestiones vin-
culadas con el contenido del derecho a la 
ciudad, aunque no refiere expresamente tal 
nexo, realiza significativos aportes en cuan-
to a su protección indirecta. En esa tesitura, 
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puede hacerse mención a lo respectivo al 
medio ambiente adecuado (Bouazza Ariño, 
2008: p. 299) y a la calidad de vida en los 
disímiles asentamientos humanos, al esta-
blecer conexiones entre temas ambientales 
y derechos humanos (Oliveira & Moreira, 
2015). Con ello se defiende la idea de lo im-
prescindible que resulta un medio ambiente, 
en el que integral y coherentemente los seres 
humanos se desarrollen, sobre la base del 
respeto a su dignidad humana (Fernández, 
2015: p. 166). 

En cuanto a la concepción de las garantías 
necesarias para el ejercicio real y para la de-
fensa jurídica del derecho a la ciudad, varios 
son los aspectos a tener en cuenta. Estos 
pueden resumirse en: la construcción de un 
marco legal e institucional que prevea tanto 
desde el punto de vista sustantivo como ad-
jetivo, la determinación de normas jurídicas 
que coadyuven a la realización de cada uno 
de los aspectos que comprende el contenido 
esencial de este derecho; la determinación 
de instancias participativas institucionales, 
que garanticen el derecho de participación di-
recta, equitativa y deliberativa en la política, 
las normas y los programas de gobierno vin-
culados con el desarrollo de la función social 
de la ciudad; y el establecimiento de herra-
mientas de planificación, tomando como base 
aportes que al respecto se hagan desde otras 
ciencias como la Arquitectura, el Urbanismo, 
la Geografía, la Sociología, entre otras. 

Las referidas garantías son vitales para la 
concreción del derecho a la ciudad, lo que 
se traduce en el hecho de que su contenido 
esencial pueda verificarse para todos sus ti-
tulares en los disímiles asentamientos huma-
nos existentes; lo que tributa a la vez, a que 
estos sean cada vez más inclusivos, justos, 
seguros, saludables, accesibles, económi-
cos, resilientes y sostenibles, tal como lo de-
manda el cumplimiento del objetivo once de 
la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible.

4. Conclusiones
El derecho a la ciudad representa una no-
vedosa institución jurídica que, en su víncu-
lo con el hábitat y la urbanización, revela su 
estrecha sinergia, poniendo de relieve a la 
vez, los principales impactos que se generan 
desde ellos en los asentamientos humanos 
tanto urbanos como rurales. Deviene para-
digma urbano, que posibilita a sus titulares el 
disfrute de su contenido esencial, sustentado 

en la dignidad humana, la justicia social, la 
igualdad, la equidad y la solidaridad. 

Desde cada uno de los elementos que con-
figuran el derecho a la ciudad, se demues-
tra que este derecho no es exclusivo para 
los que viven en la ciudad, sino que es po-
sible su extensión y aplicación a todos los 
asentamientos humanos. Todo ello trascien-
de favorablemente a la seguridad jurídica de 
todas las personas, en cuanto al disfrute de 
lo que representa la ciudad, con indepen-
dencia del asentamiento humano en el que 
se encuentren, pues tributa a la eliminación 
de las desigualdades sociales, así como de 
las prácticas de discriminación en todas las 
formas de expresión, sobre todo, aquellas 
tendentes a la segregación de individuos, 
grupos sociales y comunidades, debido al 
tipo de vivienda y de la localización de los 
asentamientos en que viven. 

Para lograr la materialización efectiva del 
contenido esencial del derecho a la ciudad en 
función de sus sujetos activos, en todos los 
asentamientos humanos existentes, es pre-
ciso su reconocimiento jurídico y las garan-
tías necesarias para su ejercicio real y para 
su defensa jurídica, dentro de las cuales, 
alcanzan significativo valor: las materiales; 
las formales; las que se establecen para el 
ejercicio del derecho; las que se establecen 
para su defensa; las genéricas o conceptua-
les; las específicas; las institucionales y las 
jurisdiccionales, tanto internas como interna-
cionales. 
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